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Democracia (de calidad) y comunicación. Algunas líneas para su 
problematización

Víctor Humberto Guzmán

Sobre la concepción hegemónica de la democracia

Del enfrentamiento entre las concepciones liberales y marxistas de democracia surge una con-
cepción hegemónica al interior de la teoría de la democracia que toma fuerza y predominancia
en la segunda mitad del siglo XX. Nos referimos a la forma de gobierno democrático cuyo
modelo “es el arreglo institucional para llegar a decisiones políticas en las que los individuos
adquieren el poder de decidir por medio de una lucha competitiva por el voto de la gente”
(Schumpeter, 2003: 269). 

Santos y Avritzer (2002) señalan que algunos de los principales elementos de la concep-
ción hegemónica de democracia son la contradicción entre movilización e institucionaliza-
ción; la valorización positiva de la apatía política, la centralidad de los diseños electorales de
las democracias; el tratamiento del pluralismo como forma de incorporación partidaria y dis-
puta entre las elites y la solución minimalista al problema de la participación por la vía de la
discusión de las escalas y de la complejidad. 

En este sentido, se puede decir que las ideas que dan cuerpo a la democracia liberal re-
presentativa como concepción se relacionan con las respuestas que se fueron dando a tres
cuestiones: 1) la relación entre procedimiento y forma; 2) el papel de la burocracia en la vida
democrática; y, 3) lo inevitable de la representación en las democracias de gran escala.

Respecto a la relación entre procedimiento y forma, Santos y Avritzer sostienen que,
desde los planteos pluralistas de Kelsen a sus reformulaciones por parte de Schumpeter y
Bobbio, se fue consolidando la idea de procedimientos que excluyen la participación ciuda-
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dana por fuera de los procedimientos electorales; esta idea deja sin responder a dos asuntos
principales: por un lado, si las elecciones agotan los procedimientos de autorización o fiducia
por parte de los ciudadanos y, por otro, si los procedimientos de representación agotan la po-
sibilidad de representación de la diferencia (Santos y Avritzer, 2002: 46).

A su vez, en cuanto a la cuestión de la burocracia, Weber inicia a principios del siglo XX
una crítica de la teoría clásica de la democracia al señalar la inevitabilidad de la pérdida del
control ciudadano sobre los procesos de decisión política y económica, dando lugar a la or-
ganización burocrática; en la segunda mitad del siglo XX, la concepción de la “burocratización
inevitable” se fue consolidando, aunque cambiando el tono pesimista que le había impreso
Weber (2002: 1060 y ss.). En este sentido, Bobbio profundiza el argumento weberiano al se-
ñalar que 

el Estado democrático y el Estado burocrático están mucho más vinculados de lo que su con-
traposición pueda hacer pensar. Todos los Estados que se han vuelto más democráticos se han
vuelto a su vez más burocráticos, porque el proceso de burocratización ha sido en gran parte
una consecuencia del proceso de democratización (Bobbio, 1986: 27)1. 

Sin embargo, como señalan Santos y Avritzer a partir de los aportes de Sabel y Zeitlin
(1997), podemos entender que las formas burocráticas centralizadas no pueden dar cuenta
de la complejidad de informaciones necesarias para llevar adelante políticas públicas sociales,
ambientales o culturales por lo que en ello “residiría el motivo de la reinserción en el debate
democrático de los así llamados arreglos participativos” (Santos y Avritzer, 2002: 48). 

El tercer elemento que brinda argumento y pensamiento a la concepción hegemónica
de democracia es la cuestión de la representación en sociedades de gran escala. En esta línea,
es Dahl quien pone mayor peso a esta cuestión cuando sostiene que la expansión del Estado,
acompañada de la expansión de la capacidad de gobierno para gestionar los asuntos comunes,
y la necesaria reducción que esto implica en las posibilidades de incidencia o participación
directa del ciudadano en lo común, encontrará su solución con la forma representativa de
gobierno:
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Al limitar el tamaño de una ciudad-Estado, (…) los ciudadanos pueden ejercer una influencia
directa sobre la conducta de sus gobernantes –por ejemplo, participando en una asamblea–.
(…) Por otro lado, aumentar el tamaño de la ciudad-Estado –o sea, aumentar su área geográ-
fica y su población– permite a los ciudadanos expandir la capacidad del gobierno para afrontar
problemas importantes, pero sólo a expensas de reducir sus oportunidades de influenciar di-
rectamente sobre el gobierno a través de asambleas u otros medios. (…) el problema no ha-
llaría una solución definitiva hasta el surgimiento del gobierno representativo, que apareció
por primera vez en Europa del norte, en el siglo XVIII (Dahl, 2004: 19).

La cuestión de la representación se sustenta en la idea de la autorización, la cual, a su
vez, se sostiene en dos pilares principales. Por un lado, en el planteo del consenso de los re-
presentantes que se erige en oposición a la alternancia en el proceso de toma de decisiones.
En esta línea, el procedimiento de sorteo deja de tener sentido y se sustituye por el de consenso
como un mecanismo racional de autorización. Por otro lado, la autorización se sostiene en la
idea de la capacidad de la representación para dar cuenta de la distribución de las posiciones
en una sociedad. Es John Stuart Mill (1878) el teórico que desarrolla esta idea y señala que
siendo la asamblea una muestra en miniatura del electorado puede, por transición, dar cuenta
de las tendencias, opiniones de la sociedad (Mill, 1878: 148 y ss.). 

Este planteo llevó a incorporar en la concepción hegemónica de democracia la centralidad
de los sistemas electorales en la representación, pero la concepción hegemónica de la demo-
cracia, al ligar la cuestión de la representación de manera central al problema de las escalas,
ignora que aquella implica “por lo menos tres dimensiones: la de la autorización, la de la
identidad y la de la rendición de cuentas (esta última introducida en el debate democrático
muy recientemente)” (Santos y Avritzer, 2002: 49) convirtiendo a los regímenes democráticos
en “poliarquías tuteladas” (Caletti, 2006b) que han “quebrado, desvirtuado o llevado a su
mínima expresión, la regla del concernimiento recíproco que vincula, desde el pacto consti-
tucional, a los institutos especializados del poder político y a los miembros del demos que les
dan sustento” (Caletti, 2006b: 118).

Vemos así que la concepción hegemónica tiene una serie de cuestiones no resueltas que
remiten al debate entre democracia participativa y representativa que se revela de manera más
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nítida en aquellos regímenes en los que la desigualdad étnica, económica y cultural se presenta
de manera amplia (Santos, 2002).

Sobre concepciones alternativas de democracia

Frente al desarrollo y consolidación del planteo dominante, surge en el período de posguerra
un conjunto de concepciones alternativas de democracia que, sin romper con el procedimen-
talismo, incorporan la condición humana de la indeterminación sumada a la posibilidad de
la incesante autoalteración libre, autónoma (Castoriadis, 2007; Lechner, 1988; Lefort, 2004),
entendiendo que la democracia es una creación humana, una forma sociohistórica no deter-
minada por tipos de leyes naturales. Estos planteos habilitan y fundamentan el ejercicio de
ruptura con lo establecido a la vez que la creación e institución de nuevas formas, determi-
naciones y leyes. 

En coherencia con la línea de este esbozo, encontramos en el trabajo de Habermas (2005)
una reformulación de la discusión democrática al colocar en su seno un principio de delibe-
ración amplio que habilita un procedimentalismo social y participativo:

… los procedimientos y presupuestos comunicativos de la formación democrática de la opi-
nión y la voluntad funcionan como importantísima esclusa para la racionalización discursiva
de las decisiones de una administración (Habermas, 2005: 376).

En este sentido, la “condición humana de la pluralidad” (Arendt, 2009) posiciona a la
política democrática en la necesidad de contar con el asentimiento de los ciudadanos prove-
nientes de procedimientos deliberativos. Por lo que los procedimientos de autorización de
gobiernos desbordan la condición mínima de las elecciones de autoridades incorporando la
justificación del ejercicio del poder político colectivo a partir de la base “de un razonamiento
público libre entre iguales” (Cohen, 1997: 412). De esta manera, la puesta en valor en esta
línea de interpretación de un discurso argumentativo (Santos, 2000) asociado al hecho básico
del pluralismo y sumado a las diferentes experiencias que forman parte de la vida en sociedad,
pueden entenderse como partes de la vinculación entre procedimentalismo y participación. 
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Así podemos empezar a dar cuenta de un elemento definitorio de una democracia de ca-
lidad a través de la idea de una participación sustantiva e incesante de los y las ciudadanas en
la definición de los asuntos comunes. De esta manera, Beltrán (2012) señala la necesaria par-
ticipación ciudadana en las decisiones y control estatal en tanto derecho de ejercicio perma-
nente no limitado a un momento particular (elecciones periódicas) o a una estructura orgánica
(partidos políticos):

a diferencia de la democracia representativa, en la participativa no bastan los partidos políticos ni
las elecciones periódicas o las consultas ocasionales. Expresándose además por conducto de las or-
ganizaciones sociales a las que pertenecen, los ciudadanos tienen derecho a tomar parte perma-
nentemente en las determinaciones para la conducción del Estado, así como a fiscalizar y evaluar
el comportamiento de los dirigentes y funcionarios gubernamentales (Beltrán, 2012: 124). 

Es en este sentido que consideramos-sostenemos que un elemento central para la posi-
bilidad de la instauración y vigencia de esa participación de los y las ciudadanas en el manejo
de los asuntos públicos es la comunicación. 

Calidad de la democracia y comunicación

Caracterizando el momento de la creación de la democracia como idea y como práctica, Mo-
nedero (2011) señala que la conquista del derecho a hablar, a hacer valer la propia voz, fue y
es un proceso limitado y en cuanto tal, amenazado; solo cuando la polis griega fisura la he-
teronomía de su monólogo mítico instituyendo a su vez el diálogo racional permanente funda
como proyecto y como germen la democracia: “La isonomía, como igualdad ante la ley, y la
isegoría, como igualdad en el espacio público, construyeron ese espejo democrático cuyo azo-
gue aún sigue vivo enviando su reflejo” (p. 61).

Robert Dahl ya señalaba en su libro La Poliarquía, participación y oposición (Dahl, 1989)
que había dos elementos mínimos para poder hablar de la existencia de una poliarquía (reserva
el nombre de democracia por considerar que en su contemporaneidad no existe régimen to-
talmente democratizado al menos, en una dimensión considerable), estos son el debate pú-
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blico y la representación. El debate público, hace referencia a la posibilidad de expresar y dis-
cutir públicamente los diferentes posicionamientos políticos y la representación es el grado
de inclusión respecto a quienes pueden participar de la vida política de la organización que
se trate. 

En la misma línea y como señala O’Donell (2004: 43 y ss.), la mayoría de los teóricos de
la democracia acuerdan que la disponibilidad de información libre, pluralista y no monopo-
lizada o censurada es una condición necesaria para la existencia de una democracia. De hecho,
vemos por ejemplo que la dimensión comunicativa atraviesa con diferente intensidad las tres
dimensiones de calidad de la democracia construidas por Diamond y Morlino (2004): 1) di-
mensiones procedimentales de competición, rendición de cuentas horizontal y vertical, par-
ticipación y cumplimiento de la ley; 2) dimensión sustancial de igualdad, libertad y 3)
dimensión de responsiveness. 

Desde otro campo de estudios pero, en nuestra lectura, íntimamente relacionado con la
teoría (posibilidad de) la democracia, Castells (2009) señala una serie de requisitos mínimos
para la consideración de una organización estatal como democrática en la que se incluye la
definición de libertad de expresión. 

… para que la práctica de la gobernanza se considere democrática, las leyes y la constitución
del país deben garantizar un determinado nivel de libertad de expresión, asociación y respeto
a los derechos humanos, así como ciertos mecanismos de control administrativo y judicial
sobre el gobierno (Castells, 2009: 389).

En este sentido, es central subrayar que “la disponibilidad de información libre y plura-
lista es la cara –colectiva– de la moneda de los derechos individuales de expresión y asociación;
ambas caras se presuponen y producen mutuamente” (O’Donnell, 2004: 44). Puede por
tanto decirse que una democracia no se da de manera satisfactoria allí donde la información
esté monopolizada o censurada. Aun si la libertad de expresión estuviera formalmente san-
cionada, sigue resultando necesario el establecimiento de determinado nivel mínimo. Es la
dimensión comunicativa de la sociedad en un sentido básico o de mínima expresión.

A modo de ejemplo, podemos ver que en el resumen de las perspectivas teóricas consi-
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deradas para la realización del informe sobre la calidad de las democracias de América Latina
(PNUD, 2004) encontramos el reconocimiento de la agenda pública como fundamental para
sostener alguna relevancia del régimen: 

La agenda identifica, para el ciudadano, las metas deseables de un gobierno y el camino para
alcanzarlas. ¿Elegir sobre qué y entre qué? ¿Esa elección contiene todas las opciones necesarias,
reales, para garantizar y expandir la ciudadanía en un momento dado? ¿O esas opciones, so-
metidas a las elecciones, son sólo una parte de lo necesario para el desarrollo de la ciudadanía
y excluyen otras esenciales? Si éste fuera el caso, podríamos tener reglas de competencia per-
fectas, condiciones óptimas para la elección, pero temas de elección sesgados o limitados. En
esas condiciones puede que lo sustantivo esté fuera de la elección y lo marginal centre el debate
de la decisión electoral. El régimen tendería, entonces, a girar en el vacío, a separarse del desa-
rrollo de la ciudadanía, a tornarse irrelevante (PNUD, 2004: 54). 

Así, la agenda pública se constituye en un elemento central de la democracia porque es
en este espacio donde en una dimensión normativa deben presentarse los intereses indivi-
duales, de las organizaciones y del conjunto de la sociedad. La agenda pública delinea el
campo de posibilidades sobre las que se puede discutir a los fines de una toma de decisión
sustantiva. 

En este contexto, Castells (2009) señala que esta agenda se establece en la esfera inter-
media entre el aparato administrativo y los ciudadanos constituyéndose en el escenario fun-
damental de transferencia de significado al campo de la coordinación funcional en nuestras
democracias contemporáneas. Por ello, “el acceso a los recursos comunicativos que permiten
coproducir significado” (Castells, 2009: 36) es un elemento básico a la hora de pensar la po-
sibilidad de un ejercicio democrático del poder. En este sentido, podemos pensar que las de-
mocracias dependen de la capacidad de coproducción significativa en el espacio fundamental
que nuestras sociedades crearon para la tarea y que son los medios masivos de comunicación.

Siguiendo con el ejemplo del informe sobre la calidad de las democracias de América La-
tina (PNUD, 2004), podemos ver que como parte de su metodología de investigación se
analizaron las opiniones que surgen de la ronda de consultas a 231 líderes latinoamericanos,
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incluidos 41 presidentes y vicepresidentes precedentes y en ejercicio al momento de la con-
sulta. En este marco y frente a la pregunta sobre quiénes ejercen poder en América Latina,
encontramos en el primer lugar a los poderes fácticos distribuidos en, por un lado, los grupos
económicos, empresarios y el sector financiero quienes obtuvieron 149 menciones (79,7%2

sobre el total de entrevistados) y, por otro, los medios de comunicación que obtuvieron 122
menciones (65,2%) quedando en este recuento muy por encima de los partidos políticos (56
menciones - 29,9%) y los políticos, operadores políticos y líderes políticos (13 menciones -
6,9%) (PNUD, 2004: 161).

Al mismo tiempo, el informe paradójicamente señala que: “La libertad de prensa ha me-
jorado notoriamente y aunque se están dando los primeros pasos para asegurar el derecho de
acceso a la información en poder del Estado, éste es un desafío en el que es preciso avanzar”
(PNUD, 2004: 183). Este detalle es sumamente esclarecedor respecto a las concepciones en
torno a la comunicación en las reflexiones y análisis acerca de la calidad de la democracia.
De hecho, sorprende que habiéndose desarrollado en el marco de la UNESCO (Beltrán,
2005; MacBride, 1980; UNESCO, 1977) muchos y enriquecedores planteos en torno a la
necesidad del desarrollo y promoción de la comunicación en sus dimensiones de acceso y
participación para la consolidación democrática, el informe desarrollado por el PNUD tome
como indicadores de libertad de prensa y derecho a la información a los datos provenientes
de la Freedom House, cuya metodología e ideología son puestas en cuestión por diversos tra-
bajos académicos (Couso, 2012; Giannone, 2010; Steiner, 2012). Aún más, el propio informe
niega la evidencia de los resultados del estudio citado donde líderes políticos del continente
señalan al sistema de medios como aquellos que en una gran medida ejercen el poder por
sobre las autoridades legales, formales, electas, etc.

En este marco, si entendemos por un lado a la política como “el proceso de asignación
de poder en las instituciones del Estado” (Castells, 2009: 261), o dicho de otra manera, a la
participación efectiva en las definiciones procedimentales y teleológicas de ese “complejo y
vastísimo conjunto de mando, administración y legislación” (Sartori, 2009: 58); y, por otro
lado, entendemos a las relaciones de poder como fundamentalmente signadas por la “capa-
cidad de moldear las mentes construyendo significados” (Castells, 2009: 261), entonces po-
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demos pensar, compartiendo con Castells, que en nuestras sociedades mediatizadas la forma
canónica de hacer política es en y a través de los medios de comunicación. 

Esta particular forma del politiquear es nominada por Castells como política mediática.
Los medios de comunicación, señala el autor, no son el Cuarto Poder, “son mucho más im-
portantes: son el espacio donde se crea el poder. Los medios de comunicación constituyen el
espacio en el que se deciden las relaciones de poder entre los actores políticos y sociales rivales”
(Castells, 2009: 262). 

Numerosos trabajos académicos dan cuenta –en diversos niveles– de lo lesivo respecto a
las aspiraciones de vida democrática que las configuraciones monopólicas, oligopólicas, de-
terminadas por la lógica comercial o geopolítica de los sistemas de comunicación social glo-
bales, regionales y locales generan (Arsenault y Castells, 2008; Fitzgerald, 2012; Leckner,
2010; Artz y Kamalipour, 2003; Castells, 2009; Mastrini, 2005; Becerra, Marino y Mastrini,
2012; Becerra y Mastrini, 2008; Mastrini y Becerra, 2009).

Becerra y Mastrini (2008) y Mastrini y Becerra (2009) a partir de sus análisis de los siste-
mas de comunicación en el continente latinoamericano constatan tales niveles de concentra-
ción en pocos grupos económicos que advierten acerca de “la inevitable tendencia de los medios
controlados por estos grupos a validar y representar su propio interés (y el de sus alianzas)
como el interés general” (Becerra y Mastrini, 2008: 147). En la misma línea, Castells señala: 

La creciente influencia de las empresas del sector de los medios de información y comunica-
ción sobre las instituciones públicas reguladoras puede poner la revolución de las comunica-
ciones al servicio de los intereses empresariales (Castells, 2009: 91).

En el propio campo de los estudios sobre la calidad de la democracia, Bühlmann, Merkel
y Wessels (2008: 23 y ss.), incluyen un apartado titulado “Los medios de comunicación como
desafío a la calidad de la democracia”, donde señalan que las características actuales de la
lógica mediática (comercialización y mediatización como lenguaje espectacularizado) afectan
seriamente su papel en las democracias. En la misma línea, Castells (2009: 332 y ss.) señala
que si bien la política del escándalo (inseparable de la política mediática) presenta resultados
políticos inciertos en el corto plazo, ha transformado de manera sustancial el panorama po-
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lítico general, sobre todo en lo relacionado con la legitimidad política de los actos de gobierno. 
En este sentido resulta interesante pensar si como requisito mínimo para la consideración

de una organización estatal como democrática debiera definirse un mínimo de pluralidad en
la práctica comunicativa mediatizada. Habiéndose constatado en la caracterización de la so-
ciedad red (Castells, 2000) la centralidad de los procesos de concentración mediática multi-
modal resulta de ello que la variabilidad editorial puede resultar distorsionada respecto a una
recuperación punto por punto de las expresiones sociales realmente existentes más allá de la
existencia mediatizada.

Sobre la institución de condiciones para la recepción libre de lo posible

A partir de comprender en este marco a la comunicación como: “puesta en común de signi-
ficaciones socialmente reconocibles, a través de la palabra y la acción” (Caletti, 2001: 44, 45)
habilitamos la posibilidad de pensarla en su vinculación sustancial con la dimensión política
de la vida en el sentido de que lejos de toda mirada mítica, la sociedad democrática es siempre
autoinstitución por parte de los individuos pertenecientes a la sociedad en cuestión. Así, en-
tendemos que es la comunicación la que habilita la posibilidad misma de la institución que
supone una multiplicidad de participaciones comunicativas en vistas a establecer un común
horizonte de posibilidades de existencia de lo que es, fue y será. 

Ahora bien, la dimensión política de la comunicación, de esta puesta en común de sig-
nificaciones, es posible en aquella isegoría (igualdad en el espacio público) que persiste desde
la polis; es posible en un espacio de lo público entendido en términos sustanciales no (sólo)
procedimentales: “Si la política como opresión se hace presente hasta en la vida privada de
los particulares, la política como autonomía sólo puede tener lugar en el espacio público”
(Caletti, 2006b: 124). 

Cuando la política, ese “litigio incesante entre dicentes por la representación de lo común”
(Caletti, 2006a: 65) se corre del espacio de lo público: desaparece como actividad práctico
poiética emancipadora, se esconde en un “consenso imposible” (Monedero, 2011: 69), se
cancela en el devenir público (audiencia) de la sociedad y se paraliza en una construcción pro-
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cedimental –no sustancial– de la democracia. A su vez, el espacio de lo público deja de ser
arena sobre la que se define el rumbo o la forma de cualquier futuro punto común de lo
social para hacerse feria, espectáculo y escándalo al que acudimos como invitados solo a bal-
bucear sin decir (Caletti).

En este sentido, si se acepta entonces la idea de que “la forma decisiva de ejercicio del
poder se lleva a cabo mediante el modelado de la mente y que este proceso depende en gran
medida de la comunicación, y en última instancia de la política mediática” (Castells, 2009:
391), la democracia solo puede asumir sustancia si el demos puede instituir condiciones es-
pecíficas en el marco de la sociedad red que elimine las limitantes políticas, corporativas y tec-
nológicas para la puesta en común de significaciones orientadas al establecimiento de
definiciones sobre lo futuro común.

Así, la cualidad de una democracia no puede evitar dar cuenta de cuáles son estas condi-
ciones de posibilidad para que el espacio de lo público, en cualesquiera de las modalizaciones
con las que pueda caracterizarse la sociedad dada, acepte la diversidad, la contingencia y el
conflicto inherente a toda agrupación social. De esta manera, las modalizaciones concernien-
tes a esta noción se constituyen como un espacio cero de las posibilidades del actuar demo-
crático. Sería innecesario extendernos en la constatación de la centralidad del espacio
mediático como la modalización central del espacio de lo público en nuestras sociedades con-
temporáneas. Por ello, la forma que el sistema mediático adquiere es la basa central sobre la
que pueden pensarse unas primeras condiciones básicas de posibilidad para la intervención
libre y pluralista en las definiciones de los asuntos comunes; en otras palabras, las condiciones
para la recepción libre de lo posible. 

Teniendo en cuenta por ejemplo que, de acuerdo con diversas normativas internacionales,
las frecuencias son consideradas un bien colectivo y patrimonio de la humanidad, puede en-
tenderse que el derecho a la comunicación, implica la garantía de “libre circulación de ideas
y opiniones” (artículo 13, Organización de los Estados Americanos, 1969) y de esta forma se
impone, entre otras cosas, la necesidad de una distribución de las frecuencias radioeléctricas
de manera equitativa, favoreciendo su acceso en un sentido amplio y pluralista. Esta necesidad
no solo tiene su anclaje en el derecho humano de encontrar los medios necesarios para la di-
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fusión de la propia expresión (artículo 19, Organización de las Naciones Unidas, 1948), sino
también y fundamentalmente en el derecho de acceder al espacio de la opinión dentro de un
sistema democrático dado, entendiendo que la “voluntad del pueblo es la base de la autoridad
del poder público” (artículo 21, Organización de las Naciones Unidas, 1948). 

En sintonía con la importancia de asegurar la participación de la ciudadanía en todas las
instancias del proceso comunicativo, y siguiendo la definición de “democratización de la co-
municación” establecida por el informe MacBride como 

el proceso mediante el cual a) el individuo se convierte en un compañero activo y no un
simple objeto de la comunicación; b) se incrementa la variedad de mensajes intercambiados;
c) son incrementados el alcance y la calidad de la representación social o la participación en
la comunicación (MacBride, 1980: 166),

se torna imprescindible la consideración de la democratización como un proceso de doble
vía: el acceso y la participación.

En este sentido, en las definiciones presentadas en el encuentro de la UNESCO “Auto-
gestión, acceso y participación en la comunicación” (UNESCO, 1977), se habla del estable-
cimiento de un escalonamiento progresivo a partir del cual los ciudadanos podrían ocupar
diferentes espacios desde la posición de recepción hasta la gestión de los medios masivos de
comunicación. Este escalonamiento va desde el acceso como elección y feedback (pasando
por la participación, como intervención en la producción de mensajes, en la toma de deci-
siones y en la contribución para la formulación de planes y políticas de comunicación masiva)
hasta la autogestión como forma más avanzada de participación para alcanzar un pleno de-
recho a la comunicación (UNESCO, 1977: 4, 5). Así, siguiendo a Rossi (2012), el acceso no
se limita al contacto físico con las tecnologías, sino que apunta al desarrollo de los conoci-
mientos y las actitudes que favorezcan una apropiación crítica de las tecnologías de la infor-
mación y de la comunicación, entendiendo a estas como “factores de innovación y
transformación social” que, más allá de su carácter novedoso, operan “interpelando sujetos
de derechos en lugar de objetos de consumo” (Rossi, 2012: 33). 

Recapitulando, insistir en la dimensión negativa de los derechos de libertad de expresión
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e información ya no alcanza para pensar en democracias de calidad. A la vez, las concepciones
mismas de la comunicación social subyacentes en las políticas públicas –que por lo general
regulan su ejercicio– deben también ser puestas en consideración incorporando de manera
central el concepto de participación en el proceso comunicativo para que, sumado al concepto
de acceso, revierta el filtrado mediático (gatekeeping) de la democracia (Castells, 2009) y la
dominancia de la comunicación vertical por una novísima retórica (Santos, 2000) o una co-
municación horizontal democrática (Beltrán, 2012). 

Notas

1 “Cuanto más crecen y se multiplican los tentáculos de Leviathan, tanto más se arriesga dañar la autonomía de los
individuos” (Bobbio y Bovero, 1985: 59).
2 El total acumulado supera el 100% porque se permitieron respuestas múltiples.
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